
 

Sección Derecho Tributario del IDEL-FACA 

Actividad desempeñada 

La AFIP dictó la RG 4838/20 (acto administrativo reglamentario de alcance general 

y obligatorio) estableciendo un Régimen de Información de Planificaciones 

Fiscales que instituye además del contribuyente a los “asesores fiscales” o sea a 

las abogadas y abogados que ejercen en la rama tributaria. El acto reglamentario 

pone en jaque el secreto profesional pilar esencial del estado de derecho al 

resguardar el derecho de defensa.  

La Sección de Derecho Tributario del IDEL FACA  presidido por la Dra. Gabriela 

Inés Tozzini (Vicepresidenta Primera del IDEL) e integrado en forma federal por 

las y los Dres. Gisela Horisch Palacio, Hernán Colli, Juan Carlos Ghiringelli, 

Fernando Rogel, Jorge Matinata, Manuel de Allende e Ignacio Vitelleschi 

inmediatamente a la publicación de dicha norma en el boletín oficial (20/10/20) 

elaboraron un Dictamen analizando la misma y concluyendo en su nulidad e 

inconstitucionalidad. En efecto, instituye una carga pública (art. 17 CN) sin  ley, es 

una norma reglamentaria y no hay ley que reglamente y obliga a los sujetos (entre 

ellos a las y los profesionales) sin ley. Además de afectar otros principios y 

garantías constitucionales en forma manifiesta conforme se desarrolla. 

La Junta de Gobierno de FACA aprobó el Dictamen suscripto por los Dres. Gisela 

Horisch Palacio, Gabriela Tozzini, Hernán Colli y Jorge Matinata y emitió una 

Declaración suscripta por su Presidente Dr. José Luis Lasalle y Secretario Dr. 

Marcelo Scarpa. Y mediante una fundada carta fechada 12 de noviembre del 

presente año le anotició a la Administradora Federal de Ingresos Públicos 

Licenciada Mercedes Marcó del Pont dicha Declaración solicitando la revocación 

de la RG y asimismo una audiencia presencial o remota para a través del diálogo 

exponer las razones que indican la urgente revocación del acto dictado. Al día de 

la fecha la Administradora no ha dado respuesta incluso ignorando el art. 14 de la 

CN que refiere al “derecho a peticionar a las autoridades”. 

 


